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Abstract

Over the decades, the Mexican state has monito-
red the media through mechanisms to control and 
avoid criticism. This article develops the hypothesis 
that the state seeks to extend this type of control to 
the digital sphere based upon legal strategies  to 
regulate social media and platforms. By doing so, 
we argue, it affects the freedom of expression and 
the access to information. We conducted  an archi-
val analysis, under a qualitative frame, applied to a 
corpus of several and diverse proposals to change 
regulation that were debated between 2014 and 
2021 in order to reform the Federal Telecommu-
nications and Broadcasting Law in Mexico and to 
regulate digital services. Under an  imperative nor-
mative approach interpreting the  legal documents, 
we find a legislative pattern that violates human 
rights, including freedom of expression, access to 
information, and privacy of communications. The 
research also identifies a pattern of promoting  
self-censorship among users and journalists. 

Keywords: Mass media, Control media, digital 
space, Internet, Freedom of expression.

Resumen 

Por décadas, el Estado mexicano ha vigilado a los 
medios de comunicación a través de mecanismos 
de control para evitar críticas en su contra. Este 
artículo desarrolla la hipótesis que el Estado bus-
ca extender el control mediático al espacio digital 
con disposiciones jurídicas para regular platafor-
mas y redes socio digitales, afectando los derechos 
de libertad de expresión y acceso a la información. 
Realizamos un análisis documental de tipo cuali-
tativo a diversas iniciativas de reforma a la Ley Fe-
deral de Telecomunicaciones y Radiodifusión pre-
sentadas en México de 2014 a 2021 para regular 
servicios digitales, mediante la interpretación de 
textos jurídicos con enfoque normativo imperativo. 
Se detecta un patrón legislativo que transgrede de-
rechos humanos de libertad de expresión, acceso a 
la información y privacidad de las comunicaciones, 
además de incitar a la autocensura de usuarios y 
comunicadores. 

Palabras clave: Medios de comunicación, control 
mediático, espacio digital, internet, libertad de 
expresión.
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1. Introducción

Durante décadas, el Estado mexicano ha vigilado a 
los medios de comunicación mediante mecanismos 
de control formales y discrecionales para controlar 
o eliminar la crítica al gobierno (Pacheco, 2021). La 
globalización y modernización de Internet matiza-
ron esta capacidad de vigilancia, otorgándoles ma-
yor libertad a medios y usuarios para acceder a la 
información mediante cuentas personalizadas. Esto 
alertó a grupos de poder a buscar nuevos mecanis-
mos de control desde el ciberespacio.

El objetivo del artículo es conocer las posibles 
transgresiones a derechos de libertad de expresión 
y acceso a la información mediante propuestas de 
reformas legales, y desarrolla la hipótesis que el 
Estado busca extender el control de los medios al 
espacio digital mediante la aprobación y desplie-
gue de mecanismos jurídicos para regular plata-
formas y redes socio digitales, como inhibidores de 
estos derechos.

Este artículo se estructura en tres partes. Primero, 
como marco teórico contextual, aborda el desarro-
llo tecnológico y su extensión hacia los medios digi-
tales como formas de control; segundo, muestra la 
metodología con la que se pone a prueba nuestra hi-
pótesis. Tercero, analizamos cinco iniciativas de ley 
presentadas para reformar la Ley Federal de Teleco-
municaciones y Radiodifusión (LFTyR) en materia de 
regulación de plataformas digitales. Éstas incluyen 
intervención de dispositivos móviles, derechos de 
las audiencias, regulación del streaming, la Ley de 
Protección al Usuario Digital y regulaciones a redes 
socio digitales. Finalmente, ofrecemos conclusio-
nes sobre aspectos relevantes desde la perspectiva 
de derechos humanos, sus afectaciones al acceso a 
la información y la comunicación de usuarios. 

2. Marco teórico

Los medios de comunicación basan su legitimidad 
en el derecho a la información y crítica que generan, 
indispensables para la democracia (Wolton, 1998). 
La globalización ha propiciado su modernización y 
desarrollo por la multiplicación, inmediatez y flujo 
continuo de información sin intermediarios.

Con el cierre de oficinas editoriales o versiones im-
presas, los medios han transitado a la esfera digital 
para sobrevivir a los cambios tecnológicos. Plata-
formas como Facebook ofrecieron espacios para 
monetizar contenidos (Bell & Taylor, 2017) y Twitter 
facilitó el vínculo periodista-usuario para compar-
tir información (Marta & García, 2014). Esto debilitó 
diversos controles mediáticos, obligando a la élite 
política a considerar modificaciones legales para 
vigilar su funcionamiento. Así, la regulación de In-
ternet se vuelve prioritaria en materia de políticas 
de comunicación.

Los controles gubernamentales representan desa-
fíos para preservar la libertad de expresión en Inter-
net por la vigilancia, la seguridad personal y el rol 
de proveedores de Internet (Chocarro, 2017). Aun-
que brindan certeza jurídica, éstos encarnan meca-
nismos para controlar el espacio digital. Vera (2012) 
resalta el interés por la regulación internacional en 
Internet, incluyendo controles de operabilidad, ac-
ceso y reducción de su libertad. El marco europeo 
es precursor al regular la interconexión a redes 
electrónicas y recursos asociados, definiéndolas 
como un derecho universal para los usuarios, inde-
pendientemente de su geolocalización o su contexto 
(Grupo de Regulación de las Telecomunicaciones 
[Gretel], 2004).

En América Latina, desde 1998 existe una produc-
ción legislativa sobre la libre circulación del dis-
curso online y offline y el 70% de ésta busca su li-
mitación (Serra, 2022). De 331 leyes analizadas, el 
58.4% se considera que limita la libertad de expre-
sión, resaltando Brasil (63.8%), Colombia (53.6%) y 
Ecuador (33.3%); Argentina, con poco más de 150 
propuestas, México por encima de 70 y Chile, Perú, 
Paraguay y Guatemala, cuentan con menos de 50 
propuestas similares.

En México, el régimen político estableció por dé-
cadas una relación gubernamental con los medios 
basada en mecanismos de control de contenidos. 
Discrecionalmente, mediante presión para dismi-
nuir, parcial o totalmente, toda información crítica, 
aplicó desde instrumentos suaves como preben-
das, insumos baratos y servicios públicos gratuitos, 
hasta instrumentos duros, como exigencias econó-
micas y de transparencia, incluso con intervención 
directa del Estado (González & Echeverría, 2018). Lo 
anterior deriva en una práctica para mitigar la críti-
ca hacia las élites de poder, a cambio de acciones de 
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reciprocidad económica y de posicionamiento, que 
también representan presiones para silenciarlas. 

A finales de la década de 1990, se impulsó una re-
forma para reducir la intervención del Estado en 
la televisión de pago y crear la Comisión Federal 
de Telecomunicaciones (Valdés, 2015b). Seguida 
por la reforma de 2007 para administrar el uso del 
tiempo al aire en televisión en período de eleccio-
nes y facultar al hoy Instituto Nacional Electoral 
(INE) para su distribución justa entre partidos po-
líticos (Valdés, 2015a). Finalmente, una reforma de 
2014 apostaba al derecho de acceso a la informa-
ción y comunicación en Internet (Instituto Federal 
de Telecomunicaciones [IFT], 2023). No obstante, 
existe el riesgo de ser interpretadas como estrate-
gias coercitivas para socavar la función crítica del 
periodismo, más apegado a intimidar que a pro-
teger (Salazar, 2019). La defensa de derechos hu-
manos y la crítica hacia actores políticos han sido 
motivos suficientes para prevenir esto mediante 
encarcelamiento de periodistas y defensores de 
estos (Comisión Nacional de Derechos Humanos 
[CNDH], 2018).

México, al igual que otros países en Latinoamérica, 
se basa en modelos internacionales de éxito, como 
la Ley de Servicios Digitales en Europa, centrada 
en el desarrollo democrático, procurando segu-
ridad jurídica y armonización de normas para el 
acceso igualitario a servicios digitales (Comisión 
Europea, 2020). Sin embargo, preocupa la ausen-
cia de controles democráticos para este tipo de vi-
gilancia (García & Robles, 2016).

3. Marco metodológico 
 

El artículo analiza si las iniciativas de ley trans-
greden derechos humanos como el acceso a la in-
formación o libertad de expresión de los usuarios. 
La hipótesis inicial es que el Estado, a través de la 
aprobación de mecanismos jurídicos para regular 
las plataformas y redes socio digitales, busca ex-
tender el control a los medios de comunicación ha-
cia el espacio digital como inhibidores del derecho 
de libertad de expresión.

Se toma el caso de la experiencia legislativa mexi-
cana desde una perspectiva comparada. La estra-

tegia metodológica utiliza como técnica la recopila-
ción documental de las iniciativas de reforma legal 
presentadas en México entre 2014 y 2021 referidas 
a la regulación de servicios y plataformas digitales. 
El universo de estudio es un Acuerdo presentado 
y aprobado directamente por el Instituto Federal 
de Telecomunicaciones (IFT) y cuatro iniciativas de 
ley. Tres de ellas fueron presentadas por Ricardo 
Monreal del partido Movimiento de Regeneración 
Nacional (Morena), la otra en colaboración entre el 
Partido Revolucionario Institucional (PRI) y el Par-
tido Acción Nacional (PAN). Es importante aclarar 
que el criterio para seleccionar la muestra no se 
basa en su aceptación y/o entrada en vigor, tan 
solo en su elaboración y presentación como una 
intención legislativa para regular en ese sentido. 
Por ello, analizan iniciativas turnadas, aceptadas, 
derogadas o, incluso, elaboradas pero que no lle-
garon a presentarse en el pleno. Se excluyeron del 
análisis las iniciativas que no contemplan cambios 
a servicios y plataformas digitales, tales como las 
regulaciones a concesionarios de uso social comu-
nitario o la ley en materia de cine y producción au-
diovisual, por mencionar algunas (Cuadro 1). 

Las iniciativas fueron obtenidas en su mayoría a 
través del Sistema de Información Legislativa2 y 
una, directamente del sitio web oficial del legis-
lador (Ricardo Monreal). Aplicamos un análisis 
exegético de tipo imperativo desde la crítica inter-
na sistemática, propuestas como método herme-
néutico para interpretar textos jurídicos (Adame, 
2020). Se analizaron desde la perspectiva de crítica 
interna con el enfoque de intención sistemática de 
quienes las elaboran y proponen, para constatar 
la coherencia entre su objetivo general y alcances 
en materia de derechos humanos, siendo estas las 
categorías de análisis:

Crítica interna (interpreta textos desde la perspec-
tiva gramatical y la intención o voluntad del autor);

Interpretación sistemática (analiza la coherencia del 
autor al interpretar el texto como un todo);

Exégesis (expone y explica el significado del texto a 
otros);

Textos imperativos (leyes y órdenes del Poder Le-
gislativo, Constitución, leyes locales, reglamentos, 
circulares, normas oficiales, decretos);

Interpretación normativa (entender el texto desde 
su fuerza y poder de alcance). 
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Cuadro 1. Propuestas que conforman la muestra de investigación

Fuente: Elaboración propia.

Título

Iniciativa de reforma al Código 
Nacional de Procedimientos 
Penales, del Código Penal Federal 
en materia de secuestro.

Acuerdo para emitir los 
Lineamientos Generales sobre 
la Defensa de las Audiencias.

Iniciativa de reforma a Ley del 
Impuesto al Valor Agregado 
y la LFTyR en materia de 
servicios digitales.

Iniciativa que expide la Ley de 
Protección al Usuario Digital.

Iniciativa de reforma a la LFTyR en 
materia de plataformas digitales

Fecha

21/11/2014

29/11/2015

10/09/2019

09/02/2021

29/01/2021

Fracción 
política

Arely Gómez 
González y 
Roberto Gil 
Zuarth (PRI)

IFT

Ricardo Monreal 
Ávila (Morena)

Javier Hidalgo 
Ponce (PAN)

Ricardo Monreal 
Ávila (Morena)

Ámbito de 
regulación
 
Senado de la 
República

IFT

Senado de la 
República

Cámara de 
Diputados

Senado de la 
República

Resolución
 

Turnada1 el 24/11/2014; turnada 
al pleno con modificaciones y 
adiciones propuestas por las 
comisiones unidas de Justicia 
y Estudios Legislativos.
 
Publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 21/12/2016.
Derogado en 2017, reconsiderado 
en 2022 por la SCJN en 
2022 aunque invalidadas por 
unanimidad en el pleno.

Entró en vigor a partir del 1/06/2020.

Sin acceso a dictamen en sitio web de 
Cámara de Diputados hasta ahora.

Sin aprobación de la opinión 
pública; fue desestimada y no 
presentada ante el pleno

Particularmente, las iniciativas procuran el dere-
cho de libertad de expresión de los usuarios. Sin 
embargo, el análisis exegético de tipo imperativo 
busca explicar y exponer su significado en un ejer-
cicio comparado con otros documentos de carácter 
jurídico normativo como la Constitución, tratados 
internacionales, decretos, entre otros.

4. Iniciativas para regular 
Internet en México

La reforma de 2014 para el acceso a Internet 
propuesta por el presidente Enrique Peña Nieto 
(2012-2018) puso interés en la necesidad de gene-
rar nuevos marcos regulatorios que contemplaran 
al espacio digital. A raíz de su debate, en México 
comenzaron a surgir iniciativas enfocadas a vigilar 

la ciberseguridad, protección de datos personales 
y uso de redes socio digitales.

4.1. Intervención de dispositivos móviles

En marzo de 2014 se expidió el Código Nacional 
de Procedimientos Penales (CNPP) que estableció 
normas para sancionar delitos federales. Ese año, 
los senadores Arely Gómez González (PRI) y Ro-
berto Gil Zuarth (PAN) presentaron una iniciativa 
para reformar diversos artículos sobre geolocali-
zación e intervención de dispositivos móviles por 
la Procuraduría General de La República (PGR). El 
artículo 291 señala que:

La intervención de comunicaciones privadas abar-
ca todo sistema de comunicación, o programas que 
sean resultado de la evolución tecnológica, que 
permitan el intercambio de datos, información, 
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nales, lo cual transgrede su derecho de privacidad 
e intimidad, en virtud del artículo 16 constitucio-
nal: “toda persona tiene derecho a la protección 
de sus datos personales, al acceso, rectificación y 
cancelación de los mismos, así como a manifestar 
su oposición en los términos que indica la ley”. Se 
propuso, además, solicitar la geolocalización di-
recta a concesionarios y prestadores del servicio 
de telecomunicaciones, lo cual vulnera la protec-
ción de datos personales al revelarse sin previa 
autorización del usuario. Esto revela una inter-
pretación sistemática incoherente: la intención de 
procurar un derecho mediante la vulneración de 
otro (Cuadro 2).

En ambos casos, se dictaminó armonizar el artícu-
lo 291 con el 16 constitucional, apegarse a la juris-
prudencia emitida por la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación (SCJN) en relación a la extracción 
de información de dispositivos personales, la cual 
protege los datos que en estos se almacenan, así 
como ajustar la geolocalización a lo establecido por 
la SCJN y la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos (CNDH).

En su interpretación exegética normativa, esta ini-
ciativa se percibe como violatoria de los derechos 
de privacidad y protección de datos personales. 
Aunque justifica su acción hacia delitos ciberné-

audio, video, mensajes, así como archivos electró-
nicos que graben, conserven el contenido de las 
conversaciones o registren datos que identifiquen 
la comunicación, los cuales se pueden presentar 
en tiempo real (Senado de la República, 2014). 

Bajo esta norma, toda plataforma digital instala-
da en un dispositivo móvil puede ser intervenida 
y monitoreada. Aplicaciones, mensajerías y redes 
socio digitales, que no pertenecen a estos móviles 
sino a Internet en general, se consideran tecnolo-
gías para el intercambio y almacenamiento de da-
tos por funcionar en su sistema operativo3. Desde 
su interpretación normativa, las imprecisiones con 
las que se aborda el acceso a datos almacenados 
por servicios de Internet en un dispositivo móvil 
generan situaciones de extensión al espacio digi-
tal. Cuando un usuario almacena información en 
una red socio digital desde su celular, en realidad 
la guarda en el ciberespacio y puede consultarse 
desde cualquier otro dispositivo —móvil o no— co-
nectado a Internet. También, cuando alimenta sus 
redes desde dispositivos ajenos al móvil, podrían 
ser consultadas por la autoridad desde su sistema 
operativo. Esto representa un riesgo de inspección 
arbitraria de los dispositivos.

Aunado a esto, se propuso la extracción, retención 
y almacenamiento de información y datos perso-

Fuente: Elaboración propia.

Cuadro 2. Reformas solicitadas al Código Nacional de Procedimientos Penales

Artículo

291

303

Párrafo

Primero

Segundo

Cuarto

Primero

Segundo

Quinto

Sexto

Octavo

Contenido
 
Autoriza intervenir comunicaciones privadas para una investigación

Interviene sistemas de comunicación o programa tecnológico para intercambio de datos, 
audio, video, mensajes y archivos electrónicos grabados

Autoriza extraer información del dispositivo, aparato electrónico, accesorio, sistema 
informático o aparato de almacenamiento

Solicita a concesionarios o prestadores geolocalización de dispositivos

Expresa los equipos móviles relacionados con la investigación

MP podrá subsanar negación de geolocalización, apelar y/o solicitar nueva orden

Permite localización directa en peligro de integridad física o vida de una persona

Requiere información a sujetos obligados en la LFTyR; conservar contenido en redes, 
sistemas o equipos informáticos
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Fuente: Elaboración propia.

     Cuadro 3. Lineamientos Generales sobre el Derecho de las Audiencias en relación a la libertad de expresión

Artículo

Antecedentes

IV

15

Párrafo

Punto 6, párrafo 
tercero

Párrafo 22

Único

Contenido
 
IFT vigilará y sancionará obligaciones en defensa de las audiencias

Materializar el derecho de las audiencias, sin restringir la libertad de expresión y 
programática de concesionarios y/o presentadores para emitir opinión siempre y cuando 
mencione que se trata de una opinión y no de información

Obligación del presentador o concesionario de distinguir públicamente información de 
opinión

Dicho precepto busca introducir los elementos que 
materialicen el derecho de las audiencias recono-
cidos por la ley, sin restringir la libertad de expre-
sión y programática de los concesionarios y/o los 
presentadores, quienes tienen la facultad de emi-
tir la opinión que deseen, siempre y cuando hagan 
mención que se trata de una opinión y no es parte 
de la información que se da a conocer (Cámara de 
Diputados, 2021b).

La locución “siempre y cuando” se interpreta 
como limitante de la expresión de ideas y contras-
ta con los tratados internacionales en los que Mé-
xico se encuentra inscrito. Por ejemplo, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artícu-
lo 19: “nadie podrá ser molestado a causa de sus 
opiniones [...este derecho] comprende la libertad 
de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas 
de toda índole sin consideración de fronteras”; la 
Convención Americana, artículo 13: “no se puede 
restringir el derecho de expresión por vías o me-
dios indirectos […] encaminados a impedir la co-
municación y la circulación de ideas y opiniones”. 
O la Declaración de Principios sobre Libertad de 
Expresión: “condicionamientos previos tales como 
veracidad, oportunidad o imparcialidad de los Es-
tados son incompatibles con el derecho de liber-
tad de expresión”.

Por otra parte, el IFT, como órgano autónomo con 
personalidad jurídica para promover el desarrollo 
eficiente de las telecomunicaciones en el país, se 
autonombra encargado de vigilar y sancionar esta 
propuesta, lo cual representa un riesgo para la 
imposición y tratamiento de contenidos noticiosos 
por el Estado (Cuadro 3). Es cierto que los códigos 
éticos de los medios han resultado insuficientes, 

ticos, noticias falsas, ciberbullying y derechos del 
usuario, puede resultar un mecanismo de auto-
censura en redes socio digitales y permitir arbi-
trariedades a la vida privada o correspondencia.

4.2. Derecho de las audiencias

En 2016, el Instituto Federal de Telecomunica-
ciones (IFT), mediante consulta pública a diputa-
dos, sociedad civil, académicos e interesados en 
el tema, aprobó los nuevos Lineamientos Genera-
les sobre la Defensa de las Audiencias para vigilar 
y sancionar en materia de derechos. Dirigida a 
personas expuestas a contenidos auditivos y au-
diovisuales en radio y televisión, en su artículo 15 
explica que: 

Para diferenciar claramente la información noti-
ciosa de la opinión de quien la presenta, la per-
sona que brinda la información deberá advertir al 
momento de realizarla, de manera expresa o clara, 
que la manifestación […] constituye una opinión y 
no es parte de la información noticiosa que se pre-
senta. También podrán implementarse acciones 
como la inclusión de plecas, cortinillas o pantallas 
completas que adviertan a las audiencias sobre la 
diferenciación referida (IFT, 2016). 

Esto también se refleja en el artículo 256, fracción 
III, de la LFTyR (2014) exigiendo claridad en la in-
formación noticiosa y opinión. Su argumento prin-
cipal es preservar la cultura, pluralidad y veraci-
dad informativa, mediante contenidos que reflejen 
igualdad ideológica, política, social y cultural de la 
nación; sin transgredir otro derecho fundamental, 
la libertad de expresión, según su IV sección:
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“La irrupción de estos actores y sus nuevos mode-
los de negocios basados en la digitalización traen 
consigo nuevos retos, especialmente en materia re-
caudatoria, pues las empresas digitales transnacio-
nales obtienen ventaja sobre los actores nacionales 
de las industrias en que se insertan, pues enfrentan 
costos significativamente menores como resultado 
de vacíos legales que les permiten operar sin tribu-
tar” (Senado de la República, 2019).

Para entonces, su presencia en México era cada 
vez más amplia. La iniciativa señala que, hasta 
2019, Netflix y Spotify eran los principales ope-
radores (82.7% de participación) en el mercado. 
Amazon, en tanto, comenzó operaciones en 2015 
como plataforma de comercio electrónico y des-
pués incorporó su streaming Prime Video (Organi-
zación para la Cooperación y Desarrollo Económi-
co [OCDE], 2018). Operaban además plataformas 
como Claro Video y Blim4, aunque con números 
bajos; y ese mismo año se prevenía la llegada de 
Disney+ y HBO Max.

Sobre el IVA, propuso considerar a Internet como 
una prestación de servicio no concesionado para 
poder incluirlo al esquema tributario y considerar, 

pero su responsabilidad no debe caer en una fi-
gura unipersonal que defina cómo defender las 
demandas de las audiencias (Solís, 2009).

En 2017 fueron derogados por impedir la libre ex-
presión, la naturalidad de comunicación y restrin-
gir el debate público (Secretaría de Gobernación, 
2017), por propiciar un régimen sancionatorio 
inhibidor de este derecho y abrir paso a una fu-
tura regulación de las fake news en Internet. Fue 
reconsiderada en enero de 2022 por la SCJN a 
petición de la fracción parlamentaria de Morena, 
aunque fue invalidada por unanimidad en el pleno. 

4.3. Contenido en plataformas de streaming

En 2019, el senador Ricardo Monreal (Morena) 
presentó una iniciativa para reformar la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado (IVA) y la LFTyR so-
bre servicios digitales de contenido audiovisual. 
Se propuso cobrar un impuesto correspondiente a 
quienes presten servicios de streaming en territo-
rio nacional y obligarlos a incluir mínimo 30% de 
producciones mexicanas en sus catálogos. En su 
exposición de motivos, argumentó que:

Fuente: Elaboración propia.

     Cuadro 4. Reformas a la LFTyR para plataformas de streaming

Artículo

Antecedentes

3

14

16

17

170

216

249

Párrafo

LXIV

VI

Quinto

Tercero

Quinto

I

VI

Segundo

Contenido

Servicios en Internet mediante contrato o pago periódico se consideran servicios de televisión 
y audio restringidos

Servicios de Internet con acceso a multimedia, audio o video, se consideran prestadores de 
servicios independientes

Se considera prestación del servicio en territorio nacional si reproduce o descarga contenido 
multimedia dentro de sus límites, independientemente de la localización del prestador

Se consideran contribuyentes a prestadores de servicios digitales que, aun desde el extranjero, 
otorguen acceso a contenido multimedia

Se cobrarán impuestos a partir del pago por prestación de servicios de acceso a Internet

IFT autorizará operación y explotación de servicios no concesionados, incluyendo televisión y 
audio en Internet

IFT vigilará el cumplimiento del porcentaje de producción nacional en servicios de televisión 
y audio en Internet

Garantiza oferta mínima de 30% de producciones nacionales en catálogos de televisión y audio 
en Internet
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así, a los servicios digitales como contribuyentes, 
aun cuando estos operen desde el extranjero. Ade-
más, se propuso obligatoriedad para incluir mí-
nimo 30% de contenido mexicano en servicios de 
visualización y descarga multimedia (Cuadro 4). 

En su interpretación normativa sistemática, con-
ceptos como “televisión de paga vía Internet” y “te-
levisión y audio en Internet” muestran equivalencia 
con los medios electrónicos. Esto legitima la facul-
tad de vigilancia y sanción del Estado (desde el IFT) 
y coincide con el acuerdo en favor de las audien-
cias, en su intento por instaurar mecanismos para 
controlar contenidos digitales. Si bien solo se bus-
ca equilibrar la oferta para los usuarios; sí trastoca 
la libre elección de contenidos para acceder a la 
cultura, entretenimiento y educación. Sobre todo, 
cuando estos servidores se ven obligados a excluir 
producciones internacionales de su catálogo por 
cumplimiento de cuota. Por último, si bien es justo 
el cobro tributario a estas empresas, se considera 
un control que establece una tasa mayor a plata-
formas sin instalaciones nacionales, como presión 
para atraer sus oficinas a México y que se rijan por 
las regulaciones locales.

4.4. Protección al Usuario Digital

En 2021, el diputado Javier Hidalgo Ponce (More-
na) propuso la Ley de Protección al Usuario Digital. 
Ésta procura el buen funcionamiento de platafor-
mas digitales y una mejor experiencia del usuario 
mediante protección y portabilidad de datos per-
sonales, elección libre de proveedor y la no discri-
minación para su acceso. Señala además la nece-
sidad de regular los servicios digitales conforme a 
regulaciones nacionales, evitando así transgredir 
los derechos del usuario por suspensión arbitraria 
de cuentas5. En sintonía con las anteriores, esta 
iniciativa equipara al entorno digital con el espec-
tro radioeléctrico: 

“Internet […] es considerado un bien de interés pú-
blico o común, dada su relevancia, al igual que el es-
pectro radioeléctrico y orbital. Requiriendo con ello 
que el Estado, de acuerdo con su razón de ser y ve-
lando por completo por el bien común y respetando 
su naturaleza, ajuste normas jurídicas a la situación 
real de las circunstancias para preservar y enrique-
cer los beneficios que brinda la sociedad” (Cámara 
de Diputados, 2021a). 

Lo anterior permite al IFT vigilar este asunto. Bo-
tero (2009) aclara que esto contradice al artículo 
13 de la Convención Americana, en contra de todo 
poder público que restrinja la búsqueda, recepción 
y emisión de ideas (aunado al riesgo de imposición 
en la operatividad de estas plataformas en cuanto 
a la calidad de sus servicios). Esto resulta sistemá-
ticamente incoherente pues la iniciativa se contra-
dice al eximir de responsabilidad a las plataformas 
digitales sobre sus contenidos y, en cambio, vigilar 
y responsabilizar a los usuarios a quienes preten-
de proteger. Esto deja un significativo vacío sobre 
el debido actuar de los propietarios. Plataformas 
como YouTube, Facebook, Instagram o Twitter, ali-
mentadas propiamente por los usuarios, respon-
den a dicha naturaleza.

Ahora bien, la iniciativa señala la libertad de las 
plataformas digitales para elaborar sus propios 
códigos éticos sin revisión previa. No obstante, re-
sulta incoherente el marco regulatorio para vigilar 
y evaluar su labor como un medio electrónico más, 
pues incita a estas plataformas a tomar conside-
raciones previo a su elaboración. Los alcances de 
esta iniciativa en relación con el control guberna-
mental del espacio digital se observan, primero, 
como un servicio que puede someterse a regula-
ción tradicional y, segundo, como una transferencia 
de control desde los propietarios del servicio hacia 
el Estado (Cuadro 5).

4.5. Redes socio digitales

En 2021, el senador Ricardo Monreal (Morena) 
presentó una iniciativa para facultar al IFT en re-
gulación de redes socio digitales, coincidente con 
la iniciativa anterior en la suspensión arbitraria de 
cuentas, en considerar Internet como un bien pú-
blico a regularse por el Estado y, a las redes, como 
“recurso democrático” de la población. En su justi-
ficación manifiesta que:

“Todo poder debe ser limitado, tratándose del de-
recho fundamental de libertad de expresión, y para 
el caso concreto, el que deriva de las redes socia-
les debe ser regulado con el efecto de evitar conse-
cuencias que afecten el principio democrático y los 
derechos humanos” (Monreal, 2021, p.19).

La iniciativa otorga atribuciones al IFT para garan-
tizar este derecho en el ciberespacio y establecer 
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tado evalúe la información publicada por usuarios 
para determinar si procede o no la suspensión. 
Segundo, otorga facultades al INE para regular 
el uso de redes socio digitales en materia político 
electoral, representando un riesgo de extensión 
de controles informativos a Internet en periodos 
electorales6. Homologar las redes con los medios 
masivos y conceptualizar la fibra óptica como par-
te del espectro radioeléctrico, repercute al funcio-
namiento y entorno digital mediante moderación 
(o censura previa) de contenidos comerciales, po-
líticos y electorales. Por último, representa un po-
tente inhibidor de la libertad de expresión al suge-
rir un esquema de sanción económica con multas 
de hasta un millón de UMA7. La iniciativa no tuvo 
respaldo de la opinión pública ni del presidente 
López Obrador, por lo que fue desestimada y no 
presentada ante el pleno. (Cuadro 6).

Los hallazgos muestran similitudes relevantes. 
Las iniciativas analizadas según la hipótesis plan-
teada, con los elementos comparados sobre justi-

límites para la suspensión parcial o total de cuen-
tas. Para ello, define los conceptos de: a) servicio 
de redes sociales (ofrecido en Internet para difun-
dir información) y b) redes sociales relevantes (con 
más de un millón de suscriptores), a regularse en 
el artículo 3 de la LFTyR (así como la figura “Au-
torizaciones para servicios de redes sociales”). A 
grandes rasgos, se centra en sanciones a empre-
sas digitales que suspenden cuentas mediante al-
goritmos y sistemas robotizados.

Por otra parte, le otorga capacidad sancionadora a 
este órgano autónomo sin previa información a Go-
bernación sobre sus evaluaciones, así como para 
requerir el permiso de operación de servicios digi-
tales (al igual que de televisión, audio e Internet en 
2017), para que solo este autorice la supresión de 
cuentas y determine sanciones con base en limita-
ciones constitucionales a la libertad de expresión. 

La interpretación normativa arroja alcances más 
allá del propio IFT. Primero, pretende que el Es-

Fuente: Elaboración propia.

Cuadro 5. Propuestas de la Ley General de Protección del Usuario Digital

Contenido

Por su relevancia, considera a Internet como bien público equiparable al espectro radioeléctrico 
propiedad del Estado)

Procura protección y portabilidad de datos personales en servicios digitales, elección libre de pro-
veedor y la no discriminación a su acceso sin previa notificación sobre modificación de condiciones 
de uso

IFT expedirá disposiciones administrativas y lineamientos de evaluación de plataformas digitales

IFT vigilará, monitoreará y regulará la calidad de servicios digitales

Exime de responsabilidad a plataformas digitales por contenido difundido por usuarios

Párrafo

Cuarto

Punto 6, párrafo 
tercero

Capítulo III

Único

Único

Artículo

Motivos

6

10

12

19

Fuente: Elaboración propia.

Cuadro 6. Reformas a la LFTyR sobre redes socio digitales

Contenido

Redes socio digitales, relevantes o no, serán figuras sujetas a revisión y sanción

IFT resolverá autorizaciones y sanciones a redes socio digitales, y no solo informará sus 
evaluaciones

Redes sociales relevantes requieren autorización del IFT para prestar servicios; solo el IFT autori-
zará suspensión de perfiles; permitir procesos de impugnación; IFT recibirá quejas por suspensión 
de cuentas; uso político electoral de redes lo regulará el INE

IFT multará la vulneración de la libre expresión, de 1 a 1.000.000 de UMA

Párrafo

LXI y LXII

LXII

Bis, Ter, Quartier, 
Quinquies, 
Sexies, Septies

Bis

Artículo

3

15

175

311
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ficación de la propuesta, mecanismos de control 
(directo o indirecto), injerencia al espacio digital y 
la libertad de expresión, coinciden en la preser-
vación de derechos de seguridad nacional, cultu-
ra y libertad de expresión, así como en proponer 
al IFT como vigilante y sancionador de la difusión 

de ideas. Esto vuelve a la libre expresión vulnera-
ble a controles oficiales, al otorgarle facultad de 
regulación informativa en plataformas y medios 
digitales. Cuatro lo hacen en favor del IFT y una 
más en favor de instituciones de seguridad pública 
(Cuadro 7).

Libertad de expresión

 
Intromisión a la vida íntima 
y riesgo de protección 
de datos personales

Inhibe la libre circulación 
de ideas a concesionarios y 
presentadores mediáticos

Trastoca el derecho de 
libre elección del contenido 
audiovisual al excluir 
títulos internacionales por 
cumplimiento de cuota 
nacional

Inhibe la libre expresión del 
usuario al responsabilizarlo 
totalmente por lo que 
publican en redes digitales

 
Inhibe la libre expresión e 
incita a la autocensura, al 
ser el Estado quien revisa y 
evalúa el contenido digital

Justificación

 
Preservar la seguridad 
nacional, sin transgredir 
la libertad de expresión

Preservar la cultura, 
pluralidad y veracidad 
de la información, con 
contenidos de igualdad 
ideológica, política, social 
y cultural nacional

Equilibrar la economía 
y mercado digital; 
preservar la identidad 
nacional con contenidos 
audiovisuales culturales

Proteger datos personales 
y evitar transgresión de 
la libertad de expresión 
mediante suspensión 
arbitraria de cuentas

Proteger el derecho 
a la información por 
suspensión arbitraria 
de cuentas

Iniciativa
 

Dispositivos 
móviles

Audiencias

Plataformas 
de streaming

Protección del 
Usuario Digital

Redes socio 
digitales

Mecanismo de control
 

MP y Procuradurías 
podrán intervenir 
dispositivos móviles con 
orden de Juez federal

IFT vigilará 
y sancionará 
obligaciones sobre 
derecho de las 
audiencias

El streaming se 
considera “televisión 
de paga vía Internet”, 
como medio electrónico 
bajo régimen del IFT

IFT autorizará la 
prestación de servicios 
digitales y determinará 
suspensión de cuentas

IFT regulará 
plataformas y 
servicios digitales, 
considerando Internet 
como bien público

Espacio digital
 

Acceso a tecnologías en 
Internet, operadas desde 
el dispositivo intervenido 
(redes, correos, etc.)

Internet se considera 
prestador de servicios no 
concesionado para acceder 
a contenido multimedia, 
audio o video; como la 
radio y televisión

Plataformas digitales que 
ofrecen servicio de acceso 
a Internet dentro del país 
pagarán impuestos

Homologación del 
entorno digital con el 
espectro radioeléctrico 
regulado por el Estado

Añade conceptos de 
redes sociales y redes 
sociales relevantes a 
reglamentación y homologa 
Internet con los MCM

Cuadro Cuadro 7. Análisis comparativo de iniciativas de Ley sobre servicios digitales en México

Fuente: Elaboración propia.

5. Conclusiones

La hipótesis planteada se comprueba. Todas las pro-
puestas representan la búsqueda de mecanismos 
jurídicos para regular a plataformas digitales por el 
Estado, como ha sucedido con los medios de comu-
nicación. Estas proponen vigilancia del contenido, 

que puede traducirse en facultades para determinar 
qué se puede decir y dónde se puede difundir, propi-
ciando un escenario apto para la censura y autocen-
sura. La homologación del espacio mediático con el 
digital representa una extensión del marco regula-
torio y no la búsqueda de mecanismos idóneos para 
este nuevo fenómeno comunicativo.
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El análisis comparativo arroja un patrón legislati-
vo que propicia afectaciones a derechos humanos 
como la libertad de expresión, el acceso a la infor-
mación y la privacidad de las comunicaciones. En su 
totalidad, buscan otorgar facultades gubernamen-
tales para vigilar la difusión de ideas en Internet; 
desde instituciones de seguridad pública o desde 
órganos autónomos, aunque liderados por políticos. 
Esto último permite regular al espacio digital como 
medio electrónico al alcance de la LFTyR. Propone, 
además, acciones para proteger datos personales y 
libertad de expresión, que terminan por transgre-
dir estos derechos: intervenir dispositivos móviles 
procurando seguridad, pero vulnerando el derecho 
a la vida íntima del usuario; preservar la identidad 
nacional con inclusión obligatoria de contenido na-
cional, afectando la libre elección de contenido.
Resalta la intención de Morena por modificar la LF-
TyR en lo digital. Lo hace mediante tres iniciativas y 
una revocación a la abrogación de los lineamientos 
generales del IFT. Esta perspectiva legislativa pare-
ce tener intenciones de mantener el orden mediá-
tico, en lugar de buscar innovaciones equiparables 
con los avances en tecnología y comunicación.

El análisis detectó los efectos secundarios que ten-
drían las modificaciones propuestas a la Ley. La in-
tervención de dispositivos móviles para la geoloca-
lización contribuye a investigar secuestros, aunque 
advierte su extensión discrecional hacia otros datos 
del usuario en Internet consultados a través de es-
tos. Regular la suspensión arbitraria de redes socio 
digitales protege el derecho de expresión y acceso 
a la información, pero ponerlas bajo regulación del 
IFT las vuelve vulnerables a otros tipos de control 
del Estado hacia los medios electrónicos, lo mismo 
para el streaming homologado como televisión de 
paga en Internet; o incitar a la autocensura al res-
ponsabilizar al usuario del contenido que difunde. 
Eso, además de pretender proteger su derecho de 
obtener información objetiva limitando la libre ex-
presión de periodistas y comunicadores.

Por último, preocupan sus alcances hacia las redes 
socio digitales en el campo informativo y en aspec-
tos democráticos como la comunicación política. 
Particularmente en México y Latinoamérica, han 
impactado fuertemente los resultados electorales, 
la aprobación y legitimación de gobernantes en tur-
no. Se requiere entonces mayor equilibrio durante 
la elaboración de propuestas para regular el espa-
cio digital. Se proponen como futuras líneas de in-

vestigación: a) las implicaciones al depositar esta 
responsabilidad en institutos de transparencia y ac-
ceso a la información, en lugar del IFT; y b) la crea-
ción de una figura autónoma para regular Internet 
y el ciberespacio, promoviendo el desarrollo digital, 
no solo la regulación.

Notas

1.	 En el marco jurídico y administrativo mexicano, tur-
nar significa “remitir una comunicación, expediente 
o actuación a otro departamento, juzgado, sala de 
tribunales, funcionario, etc.” (RAE, 2023, definición 
2). Durante el proceso legislativo, las iniciativas se 
turnan a comisiones conformadas por expertos en 
el tópico que abordan para que hagan un análisis 
minucioso previo a su presentación y posible apro-
bación en el Pleno correspondiente.

2.	 Disponible en: http://www.sil.gobernacion.gob.mx/
portal

3.	 Esto sucede a menudo en puertos fronterizos entre 
México y Estados Unidos, en los que agentes esta-
dounidenses revisan celulares y redes socio digita-
les para comprobar datos personales previamente 
informados al consulado norteamericano (Zavala & 
Gómez, 2019). 

4.	 Estos dos servicios pertenecen a dos de los grandes 
conglomerados de telecomunicaciones en México, 
Grupo Carso y Televisa, respectivamente

5.	 En alusión a la suspensión de la cuenta de Twitter 
del expresidente de Estados Unidos, Donald Trump, 
en 2021. Permite inferir la búsqueda de un marco 
regulatorio para impedir el cese de cuentas a la 
élite política; medida justificada por el prestador 
de servicios con base en el artículo 13 de la Con-
vención Americana de Derechos Humanos (CADH) 
sobre limitar la libertad de expresión si se difunde 
propaganda que incite al odio o ilegalidad contra un 
grupo.

6.	 Al 2020, México registraba 84.1 millones de usua-
rios en Internet y 88.2 millones con celulares. La 
búsqueda de información (93.8%), acceso a redes 
socio digitales (89%) y lectura de periódicos, revis-
tas o libros (44.5%) eran las principales actividades 
durante su conexión (INEGI, 2021). Palazuelos et al. 
(2022) encuentran que, en las elecciones de 2012 y 
2018, los usuarios en redes recibieron la informa-
ción desde su versión hegemónica diseñada por los 
equipos de campaña, lo cual sigue representando, 
en su mayoría, una continuidad del enmarcado me-
diático tradicional. Durante las últimas dos eleccio-
nes federales la fuerza de las redes socio digitales 
agudizó un álgido conflicto entre el presidente y los 
medios de comunicación que ha caracterizado la 
política mediática en el sexenio.

7.	 Unidad de Medida y Actualización (UMA) estipulada 
por el Inegi, como referencia económica vigente en 
México para el pago de obligaciones y supuestos de 
leyes federales, estatales y locales. https://www.
inegi.org.mx/temas/uma/
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